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1.- VISTOS  

Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación presentado tanto por el acusado SANTIAGO DE JESÚS TABORDA BAÑOL como por su apoderado judicial, contra el fallo de condena proferido el día treinta (30) de marzo de 2007, por el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de este capital, mediante el cual lo declaró penalmente responsable de un punible de Secuestro Extorsivo en la persona de Edgar Alberto Romero Espinosa, le impuso pena de treinta y un (31) años de prisión, inhabilitación de derechos y funciones públicas por veinte (20) años, multa por valor de 16.250 s.m.l.m.v., y le negó la suspensión condicional de la ejecución de la sentencia.

2.- HECHOS 

Señala la actuación, que a las diez de la noche del día seis (6) de agosto de 2003, llegaron al parqueadero “El Oso” del barrio Cuba de esta capital, el señor EDGAR ALBERTO ROMERO ESPINOSA, Peruano de nacionalidad, su compañera MARY LUZ CARDONA GIL y su hijo menor de edad, momento en el cual fueron abordados por varios sujetos, algunos de ellos uniformados que se identificaron como efectivos de la SIJIN, quienes bajo el pretexto de tener problemas en los documentos de migración, se lo llevaron con rumbo desconocido.

Los hechos fueron dados a conocer mediante denuncia instaurada por la compañera permanente, quien además de relatar el acontecimiento, aseguró que por presiones ejercidas de parte de sujetos que decían tener en su poder a ROMERO ESPINOSA, transfirió la propiedad de dos vehículos (una camioneta y un taxi). Mencionó al individuo FABIO OSORIO QUINTERO (alias “Papito”) como la persona que hizo las veces de negociador en representación de los plagiarios, al igual que a otros dos sujetos que fueron identificados posteriormente como SANTIAGO DE JESÚS TABORDA BAÑOL (alias “El Búho” o “Klein”) y JOSÉ GEOVANI GARCÍA VILLA.
Como móvil del secuestro, se menciona la existencia de una deuda de cien millones de pesos que el esposo tenía con los autores del hecho y que por esa vía se iban a cobrar.

En atención a esa información, la Fiscalía vinculó inicialmente al citado OSORIO QUITERO coautor material en el punible, persona ésta que ya se encuentra condenada por similar conducta punible y por tal motivo hubo lugar al rompimiento de la unidad procesal. El asunto siguió en copias para la vinculación formal de los otros dos copartícipes SANTIAGO TABORDA (reconocido en fila de personas
) y JOSÉ GARCÍA, el primero fue condenado y el segundo absuelto. 
La presente decisión únicamente hará referencia a la sentencia de condena proferida en contra de TABORDA BAÑOL (“Búho”), en consideración a que el fallo sólo fue recurrido en ese aspecto tanto por éste procesado como por su defensor. Se entiende por tanto, que lo decidido en primera instancia en contra de FABIO OSORIO y a favor de JOSÉ GARCÍA, ya hizo tránsito a cosa juzgada.

3.- IDENTIDAD 

El vinculado formalmente a este proceso recibe el nombre de SANTIAGO DE JESÚS TABORDA BAÑOL, titular de la cédula de ciudadanía No 18’602.463 de Pueblo Rico (Rda.), natural de Riosucio donde nació el día nueve (9) de febrero de 1973, hijo de Santiago y Rita, con quinto (5) año de educación básica primaria, residente en la calle 21 No 15-20 de Pereira, afirmó ser escolta de profesión y vive en unión libre con Claudia Viviana Henao, es padre de un hijo.
4.- CARGOS 

Fueron imputados por la Unidad Cuarta de Fiscalías Delegadas Antiextorsión y Secuestro de la capital de la República, bajo el rubro de SECUESTRO EXTORSIVO de conformidad con el precepto 169 del Código Penal, modificado por el artículo 2º de la Ley 733 de 2002; con varias circunstancias de agravación punitiva que estipula el artículo 170 modificado a su vez por el art. 3º de la citada Ley 733/02, a saber: a)- Por prolongación de la privación de libertad por más de quince (15) días (numeral 3); b)- Por haber mediado amenaza de muerte, lesión  o grave perjuicio para la comunidad o la salud pública (numeral 6); c)- Por haberse obtenido la finalidad perseguida (numeral 8); y d)- Por afectación grave de los bienes y la actividad profesional o económica de la víctima. Se trae igualmente, como circunstancia de mayor punibilidad, la del numeral 10 del artículo 58 del Código Penal: “obrar en coparticipación criminal”.

5.- FALLO 

El Juez, en su sentencia, hizo acopio de cada una de las intervenciones de las partes en audiencia para arribar a la conclusión de que la denunciante había dicho la verdad en orden a pregonar que el aquí procesado TABORDA BAÑOL, persona conocida de FABIO OSORIO -ya condenado- quien a su vez tenía amistad con la familia del secuestrado, intervino para que los plagiarios de su esposo obtuvieran el provecho económico que buscaban.

Destacó cada uno de los pasos seguidos tanto por OSORIO como por TABORDA en esa negociación, para sostener que lo que hicieron no lo harían personas inocentes, pues nadie amenaza a la víctima a nombre de “un patrón” de quien se dice es el causante del secuestro, ni da las orientaciones para que se lleve a término la entrega de unos vehículos, ni por supuesto, promete retornar a su hogar al plagiado en el momento en que se haga efectivo el pago de las exigencias. Si todo eso lo llevaron a cabo los procesados, es porque tenían un vínculo con el grupo de secuestradores y estaban en condiciones de realizar esos contactos.

Restó crédito a las vagas explicaciones de los acusados, en contraste con la abundancia en detalles que mostró a lo largo de toda la investigación la señora MARY LUZ, persona que, no obstante ciertas inconsistencias explicables por la interminable cadena de ampliaciones, mantuvo la esencia de su dicho.

6.- RECURSO

6.1.- Procesado 

- Es ajeno a cualquier conducta punible porque obró de buena fe al prestarle un servicio al señor FABIO OSORIO, como era su costumbre porque era su “mandadero”. 
- Fue víctima de un abuso por parte de OSORIO, quien lo utilizó aprovechándose de su ingenuidad para reclamar la camioneta y posteriormente para que acompañara a una persona que no conocía -GEOVANY GARCÍA VILLA- a recibir un taxi.

- Sólo actuó en todo esto como un “mero instrumento” del citado OSORIO.

- El Juez no tuvo en cuenta la declaración que rindió FABIO OSORIO a su favor, puesto que allí dejó en claro que él -Santiago- no tenía conocimiento del delito por el cual se le acusa.
- Se le está condenado únicamente por el hecho de haber reclamado un vehículo a nombre del señor FABIO OSORIO, lo cual no puede ser justo.

- Pide en consecuencia que se sancione únicamente al verdadero responsable, FABIO OSORIO.
6.2.- Defensor
- Se debe tener en consideración que su pupilo trabajaba para FABIO OSORIO y en su oficio de colaborador hizo estas gestiones (mandadero ocasional). Igualmente, que entre FABIO “papito” y la señora MARY LUZ existió una relación sentimental. 
- Ante la desaparición del señor ROMERO ESPINOSA “el Peruano”, los acreedores se preocuparon y por eso le exigieron a FABIO OSORIO que respondiera porque él lo había presentado, motivo por el cual sobrevinieron las amenazas tanto a éste como a la familia del secuestrado. A su vez, OSORIO empezó a presionar a MARY LUZ para que entregara sus bienes, pero este hecho es cosa independiente del secuestro, podría tratarse de una Extorsión o un Constreñimiento Ilegal.

- Si alias “papito” es responsable “de una extorsión, derivada lógicamente o aprovechándose del secuestro de alias el Peruano, menos puede ser responsable de un secuestro extorsivo y agravado por varios aspectos, mi prohijado”.
- No observa por parte alguna el aspecto volitivo del delito de secuestro por el cual se le acusa a SANTIAGO TABORDA, menos el NEXO CAUSAL entre ese secuestro y la exigencia de los bienes, cuando el mismo uniformado que coordinó la investigación fue claro en decir que no tenían pruebas acerca del compromiso de su cliente con el plagio.
- No pudo entrevistar a la señora MARY LUZ en el juicio, porque no compareció; seguramente no quiso hacerse presente por no confrontarse con su interrogatorio acerca de su relación sentimental con FABIO OSORIO; en consecuencia, no puede esa prueba ser el único fundamento para un fallo de condena.
- Su defendido no ha negado que fue a reclamar ese vehículo, pero no tiene nada que ver con el secuestro porque no fue una de las personas que llegó al parqueadero a llevarse al “Peruano”. 

- Si bien la conducta de su patrocinado es típica de una extorsión, no existe ese nexo con el secuestro porque se trató de comportamientos aislados. No tuvo el dominio del hecho, motivo por el cual es un partícipe diferente a un coautor.
- Debe tenerse en consideración, de todas formas, que SANTIAGO TABORDA no se evadió, siempre estuvo atento a responderle a la Justicia. 
6.3.- Petición especial

El procesado, luego de haber presentado su memorial de sustentación del recurso, envió manuscrito dentro del cual solicita la nulidad de todo lo actuado por falta de defensa técnica. 
Se queja de la indebida representación judicial en cuanto el abogado no hizo lo que estaba a su alcance para obtener un fallo absolutorio. En un comienzo lo asistió un apoderado de oficio al momento de la indagatoria, quien no lo orientó, simplemente le dijo “firme aquí” sin asesorarlo acerca de la posibilidad de “acogerse a sentencia anticipada”. Fue deficiente la asistencia tanto en la investigación como en el juicio, como quiera que todo transcurrió sin ningún contratiempo por la ausencia total de una “defensa integral” que se debe entender ininterrumpida. Lo dicho, aunado a la pasividad de los funcionarios judiciales que no hicieron nada para remediar esas falencias.
7.- Para resolver, SE CONSIDERA
Tiene competencia el Tribunal por los factores territorial, funcional y objetivo, para conocer en segunda instancia, por cuanto el recurso fue oportunamente presentado, debidamente sustentado y correctamente concedido, lo cual se hará de fondo al no avizorarse irregularidades sustanciales que obliguen a retrotraer lo actuado.

Así lo decimos, porque desde ya se advierte que es improcedente la nulidad que por indebida o deficiente defensa técnica propone el justiciable SANTIAGO TABORDA. Obsérvese:
En criterio de este Tribunal, la labor del profesional que ha asistido los intereses judiciales del hoy acusado, no ha sido pasiva, negligente o descuidada. Ha intervenido en los momentos procesales requeridos, ya con la presentación de los memoriales respectivos, ora con su presencia en los actos de audiencia; igualmente ha interpuesto los recursos en forma oportuna a la espera de obtener una resolución favorable a los intereses de su cliente.

Cosa distinta es que esos resultados no hayan sido los deseados y que la judicatura haya optado por tomar decisiones adversas a sus intereses procesales. Cabe recordar ante todo, que el derecho de postulación y el mandato judicial, se rigen por las reglas del contrato de medio y no de fin, es decir, que el mandatario se obliga para con su mandante, a ejecutar todas las acciones tendientes al logro de un resultado favorable, pero sin comprometerse a que éste se dé necesariamente. 
Para el caso en estudio, el profesional del derecho intentó hasta último momento que se decretaran pruebas a favor de su protegido -cfr. audiencia preparatoria-, como era lo correcto en el cabal cumplimiento de su función; sin embargo, esa situación no se logró concretar ante la no comparecencia de los citados declarantes, en particular el testimonio de la directa perjudicada MARY LUZ CARDONA GIL. Pero esta situación en realidad nada tiene de extraño, no sólo por tratarse de persona protegida, sino porque es un hecho conocido que la ofendida tuvo que comparecer en seis (6) ocasiones ante los estrados judiciales y en forma agobiante fue entrevistada sobre todos los detalles del suceso, luego entonces, esa despiadada confrontación no puede tenerse ahora como insuficiente, con mayor razón cuando es sabido que frente a las reglas de la Ley 600 de 2000, aún regía el principio de permanencia de la prueba según el cual no se hace indispensable que al juicio comparezca nuevamente el testigo puesto que lo rendido en la etapa investigativa puede ser suficiente.
De antes, la Sala de Casación tenía una posición amplia sobre el tema; sin embargo, observó que existían unas cortapisas, unos límites infranqueables a la hora de solicitar uno de los sujetos procesales el reexamen de un testigo. Textualmente dijo:

“Se debe precisar que el derecho a solicitar cuantas ampliaciones se deseen no es ilimitado y en esto los abogados deben ser conscientes de sus deberes profesionales, pues, en una declaración, o en una posterior ampliación, deben hacer todas las preguntas y requerimientos que se consideren necesarios para el ejercicio de los derechos de contradicción y defensa de sus asistidos, porque si no las formulan en su momento por descuido o negligencia, la justicia no puede quedar sujeta a la voluntad de las partes, para subsanar su inercia y ordenar cuantas ampliaciones se les ocurran.

Es obvio que se justificarán cuantas ampliaciones sean necesarias, cuando a juicio del Juez o de las partes el interrogatorio haya sido deficiente o, cuando después de haber declarado un testigo se presenten unas pruebas que obliguen a escuchar otra vez su testimonio, sin que ello sea descalificable por el funcionario judicial cuando la prueba favorezca al inculpado, y si luego de haberse ampliado se modifica nuevamente la situación probatoria, podría justificarse otra ampliación”.

Hoy por hoy, se tiene a nivel jurisprudencial una interpretación más restringida al respecto, pues se estima que la no posibilidad de reexaminar al testigo no se convierte inevitablemente en un perjuicio para el derecho de contradicción. Así se reflexionó:

“...se ha dicho que también se conserva en altísimo grado la controversia si los sujetos procesales gozan de la probabilidad llana de problematizar la declaración con base en el acta de testimonio levantada con toda la legalidad, de analizarla como integrante y a la luz de todo el haz probatorio, de hacer ver al funcionario judicial el criterio de la “parte” sin cortapisa alguna y de acudir a las impugnaciones en pos de insistir en la propia opinión (las negrillas son nuestras)....el derecho citado no se circunscribe al contrainterrogatorio de los testigos...pues ésta es sólo una de las distintas formas de poner en práctica la dialéctica probatoria...el derecho de contradicción es reductivo y que, por lo mismo, la única manera de efectivizarlo no es repreguntando al testigo, sino que existen otras, entre las cuales, criticar la declaración, no sólo aisladamente considerada sino con relación al resto del material probatorio... (Negrillas son nuestras)” 
.

De todas formas, es perfectamente factible la ampliación o ratificación de un testimonio, pero siempre y cuando se cuente con un fundamento concreto que indique pertinencia. No es suficiente entonces, pedir que se rehaga, por ejemplo, bajo la manifestación genérica de querer estar presente en su nueva realización o por el deseo de realizar el derecho de contradicción. Menos aún cuando se sabe que los testigos ya fueron sometidos en pluralidad de ocasiones a un exhaustivo interrogatorio, como es el caso que nos convoca, con el eventual o potencial perjuicio de que, por el transcurso del tiempo, ya la persona no tenga bien presente ese recuerdo y pueda incurrir en contradicciones o simplemente diga no saber lo que en su momento si sabía.

Sobre este particular problema de la memoria por el transcurso del tiempo, de antaño advirtió la Corte Suprema, a nuestro modo de ver con muy buen juicio, lo siguiente:

“Teniendo en cuenta el largo tiempo transcurrido entre los hechos que narran los testigos y el momento en que se les amplió sus declaraciones, es apenas natural que sus relatos ofrezcan ciertas lagunas y contradicciones. [..] Los varios integrantes de un grupo de testigos no pueden tener idéntico recuerdo de un mismo acontecimiento percibido por ellos, ni poseen la misma memoria, ni todos los hechos que percibieron pueden ser conservados en la mente y evocados y relatados luego con igual nitidez”.

En conclusión, la Sala considera que el apoderado de TABORDA BAÑOL hizo todo lo que estaba a su alcance para lograr el éxito en su gestión, sin poderse afirmar que la no obtención de las pruebas en el juicio o el no respaldo por parte de la judicatura a sus alegaciones concluyentes, sea razón suficiente para sostener que su labor fue deficiente y que por eso mismo hay lugar a la aniquilación parcial del procedimiento. 
Superada esa preliminar petición, debemos pasar a dilucidar en primer término si la prueba obrante en el dossier permite llegar a concluir con la claridad requerida, que en efecto se encuentra establecido el delito base contra la autonomía personal. En ese sentido diremos que efectivamente está demostrada la pérdida de la libertad de locomoción por parte del señor EDGAR ALBERTO ROMERO ESPINOSA (conocido como “Mike”), a manos de pluralidad de sujetos, unos vestidos de civil y otros uniformados, tal y como lo dejó consignado su compañera permanente y lo corroboran múltiples piezas procesales, entre ellas las vertidas por la familia de la denunciante y por el celador del parqueadero donde el hecho se registró, señor JORGE ELIÉCER PÉREZ MUÑOZ
.

Esa privación de libertad, unida a la exigencia dineraria bajo el supuesto de estar debiendo la suma de cien millones de pesos ($100’000.000.oo), son aspectos probatorios indiscutidos e indiscutibles en esta averiguación, como quiera que ninguno de los sujetos procesales ha puesto en tela de juicio la existencia material de estos punibles, sólo que se declaran inocentes de su comisión o se limitan a sostener que es otra la tipificación del ilícito que a ellos corresponde.
En efecto, se discute la adecuación típica por cuanto se propone a cambio las figuras del encubrimiento por favorecimiento, el constreñimiento ilegal o la simple extorsión, cuando la realidad no da margen para ese tipo de elucubraciones. Si una persona fue retenida y aún lo sigue siendo, si a continuación de esa pérdida de la libre autodeterminación se siguió una exigencia dineraria arbitraria, y si está claro que los plagiarios recibieron bienes de la víctima a cambio de obtener su libertad, no puede ser otra la figura penal transgredida que la de SECUESTRO EXTORSIVO que quedó consignada en el pliego acusatorio y que fue admitida por el Juez del conocimiento para proferir sentencia.

Acerca de este punto específico, el Tribunal halla contradicción en los memoriales sustentatorios del recurso de apelación presentado uno por el procesado TABORDA BAÑOL y otro por su apoderado judicial. Lo decimos así, porque mientras en el primer escrito suscrito por el acusado, éste se declara totalmente ajeno a cualquier ilicitud, es decir, afirma que: “actué de buena fe al prestar un servicio al señor FABIO OSORIO quien con frecuencia usaba mis servicios (…) yo había sido víctima de abuso por parte del señor FABIO OSORIO quien abusó de la confianza que tenía depositada en él como persona honorable”, en síntesis, “que fue sólo un instrumento utilizado por otro” y “que por lo mismo no tenía conocimiento de la comisión de un delito en su actuar”; en el otro memorial recurrente suscrito por el abogado defensor, ya se dice otra cosa pues se parte de afirmar que SANTIAGO TABORDA estaría incurso pero en un delito diferente de menor entidad que el aquí imputado, cuando se afirma: “Si bien la conducta desplegada por el señor TABORDA es típica se tipifica en una extorsión, donde más adelante expondremos su participación y calidad como partícipe en el mismo”. Se trata en últimas de una estrategia defensiva desesperada con el fin de agotar todas las posibilidades en pro de los intereses de TABORA BAÑOL, pero que no puede alcanzar el objetivo dada la contundencia de la prueba obrante en el plenario que nos está indicando que su compromiso delictual va mucho más allá de lo someramente admitido.
En verdad debemos tenerlo como una hábil estrategia defensiva, porque con el recurso del procesado se pretende obtener la plena absolución, pues basta apreciar que pretende demostrar que no cometió delito alguno porque no sabía que detrás de todo esto existiera un secuestro y que los bienes exigidos hacían parte de un rescate, es decir, que obró complemente ignorante de todo lo que estaba sucediendo; en cambio, el profesional del derecho que lo asiste, busca una estrategia subsidiaria, no otra que en caso de no proceder la absolución, al menos se le reconozca una participación en conducta de menor entidad, precisamente por ello parte en su exposición de admitir que el comportamiento de su patrocinado sí constituye delito pero sólo el de la EXTORSIÓN, que porque “sencillamente si se quiere es una extorsión o un constreñimiento ilegal pues se valieron de PAPITO para transmitir el mensaje a la señora MARYLUZ” y más adelante “sencillamente su actividad seria la de un CÓMPLICE”. 
Está bien que la defensa intente para su protegido la adjudicación de un delito menor -en nuestro caso la simple EXTORSIÓN- a cuyo efecto debe procurar resaltar que no ve por parte alguna el NEXO CAUSAL entre las exigencias dinerarias a la compañera del desaparecido y el acto material del secuestro, porque para el delito contra la autonomía personal no existe prueba de participación para TABORDA BAÑOL como supuestamente no la había en su momento para OSORIO (alias “Papito”). Lo que ocurre, es que esa falta de unidad entre la defensa técnica y defensa la material, lo único que deja entrever finalmente es el síntoma inequívoco e inevitable de la contundencia que posee el pliego acusatorio y termina por generar un indicio de mala justificación.
Nos preguntamos por tanto ¿es posible pensar que FABIO OSORIO y SANTIAGO TABORDA cometieron sólo una extorsión aprovechándose del conocimiento que tenían acerca de que otros sujetos aún desconocidos habían secuestrado al señor ROMERO ESPINOSA? Consideramos sinceramente que no y la razón es simple:
Dentro del ilícito de Secuestro Extorsivo estaba obviamente involucrada la reclamación de alguna contraprestación por la liberación, lo cual significaría que si los emisarios de los directos secuestradores no eran los aquí comprometidos, entonces se llegaría a la conclusión absurda de que los verdaderos plagiarios secuestraron por nada, puesto que nadie más que ellos llamaron a la compañera para hacerle exigencias, nadie más que ellos la amenazaron y le exigieron le entrega de sus bienes, y nadie más que ellos prometió devolver al secuestrado a cambio de esas contraprestaciones. Como se ve, es indispensable partir en sana lógica que quienes secuestraron fueron los mismos que llevaron a cabo toda esa presión insistente en contra de la familia del plagiado; o lo que es lo mismo, que en este caso específico no es posible separar el Secuestro de la Extorsión como para concluir que unos cometieron el primero y otros diferentes se aprovecharon del mismo para ejecutar la conducta extorsiva. 
A ello agregamos, que en el presente asunto se presentaron grabaciones de las llamadas efectuadas a la víctima en donde se revela una secuencia entre el plagio y las consecutivas exigencias; además, que las personas que participaron en las amenazas subsiguientes, tenían los contactos suficientes para conocer las obligaciones del señor ROMERO ESPINOSA en el negocio de las esmeraldas y todos esos datos también tenían que ser conocidos por quienes se lo llevaron pues ese era precisamente el móvil que animaba a los delincuentes.

Si concluimos, como no puede ser de otra manera, que el principal vínculo se tenía por parte de FABIO OSORIO, como quiera que “MIKE” -sobrenombre del secuestrado- lo conectó con personajes que se desenvolvían en el mundo de las esmeraldas, como situación que le permitió, sin lugar a dudas, conocer de primera mano los datos necesarios para la obtención económica pretendida: bienes, cuentas, planes y proyectos de la pareja, los cuales fueron bien utilizados por los antisociales para lograr intimidarla; entonces también hay que admitir que SANTIAGO TABORDA tenía igual conocimiento de esta situación, porque no de otra manera se explica que fuera enviado por OSORIO para que reclamara la camioneta Silverado en compañía de “un cobrador de Cartago”, instante que aprovecharon para intimidar a la señora MARY LUZ CARDONA GIL y para expresarle que “paga o paga” si quería volver a ver a su esposo. Adicionalmente, para que fuese el mismo SANTIAGO quien llegó en compañía de JOSÉ GEOVANI GARCÍA VILLA para llevarse el otro vehículo taxi que también hacía parte de la exigencia dineraria, afirmando que iban de parte de FABIO OSORIO (“Papito”).
Fueron por tanto múltiples los encuentros y plurales los medios amenazantes, como para decir que se trató de una mera casualidad y que reclamó esos vehículos como un simple “emisario instrumental” de OSORIO sin conexión mental alguna con el plagio. Si hubiese sido así, sobraban las amenazas en las cuales involucraba la entrega del secuestrado en caso de cumplir las exigencias, pues sería suficiente con presentarse como amigo de FABIO y nada más. 
A todo lo anterior se une, el hecho indiscutible de que la aquí denunciante no tenía interés en perjudicar a OSORIO QUINTERO, como quiera que no fue iniciativa de ella declarar en su contra, se vio forzada por las circunstancias, en atención a que de las interceptaciones telefónicas se pudo establecer que le estaban haciendo exigencias dinerarias y por esa vía se vio compelida a darle a conocer a las autoridades de quién se trataba.
 No se olvide que el citado OSORIO ya le había dicho que no pusiera en conocimiento del GAULA esta situación porque de lo contrario “ya sabía lo que pasaba” -la muerte del secuestrado y el daño en la salud a ella y a la familia-, razón poderosa para atemorizarla y conseguir su final objetivo. 

Otro dato de singular importancia, es que nunca los comprometidos OSORIO y TABORDA, actuaron a nombre propio, siempre dijeron que obraban por órdenes del “patrón”, es decir, un tercero entre bambalinas que no fue conocido y que era el encargado de fijar las condiciones de la entrega y quien estimaba el precio en que recibiría los bienes hasta llegar a los cien millones (el taxi lo tomó en 20 millones y la camioneta en 15 millones porque “estaba mal de papeles”); situación ésta que genera un nuevo vínculo entre quienes se presentaron ante la víctima y aquellos otros que materializaron el secuestro. Tanto así, que en la conversación telefónica que sostuvo OSORIO con MARY LUZ, intervino un tercer sujeto (el supuesto “patrón”) para amenazarla, luego entonces, es evidente, incontrastable, la relación directa con los plagiarios.

Para rematar, tan pronto obtuvieron la entrega de los dos rodantes, se perdieron y no se volvió a saber nada del paradero de OSORIO, de TABORDA, ni mucho menos del plagiado ROMERO ESPINOSA; es decir, cumplieron su cometido.
Ahora bien, dos quejas a nivel de análisis testimonial nos presentan los recursos con el fin de contrarrestar la fuerza persuasiva de los cargos: (i) que sólo se tuvo en cuenta la versión de la denunciante MARY LUZ, pero no lo expresado en audiencia por el coacusado FABIO OSORIO quien dijo que SANTIAGO no tuvo nada que ver en este asunto; y (ii) que por fuera de la denuncia no existe ninguna otra prueba que corrobore los cargos. A ello se dirá que para el Tribunal, como lo fue para el iudex a quo, lo vertido en múltiples ocasiones por la directa perjudicada
 a la Fiscalía, antes que contradictorio, merece pleno respaldo, puesto que ella se limitó a decir lo que en realidad le constaba, sin involucrar en forma directa a estos dos personajes como ejecutores directos del secuestro, sencillamente puso en conocimiento su presencia posterior para presionar con el fin de que ella entregara sus cosas y “pagara la deuda que dejó el esposo”. Ahora, en cuanto a lo vertido al proceso por OSORIO QUINTERO, obviamente se tiene que tomar con beneficio de inventario, no sólo por provenir de persona ya condenada que simplemente desea favorecer hasta donde esté a su alcance a TABORDA BAÑOL, sino que cualquier cosa que pudiera admitir tendría que ser en su propio perjuicio, esto es, tendría que irse en contravía de lo admitido desde un comienzo en su propia causa, lo que por supuesto no tendría una buena presentación. De suerte que no hay lugar a pensar que el dicho de FABIO OSORIO se pueda sobreponer a la contundencia demostrativa que posee la declaración de la directa perjudicada.
El testimonio de la quejosa en realidad no está sólo y no es válido sostener que las otras personas que declararon, concretamente sus hermanos SORANY y EDISON CARDONA, no tengan nada que aportar, puesto que se trata de prueba periférica que si bien no les consta los términos del secuestro y las consiguientes entregas, sí se enteraron de la presencia en diversas ocasiones tanto de OSORIO como de TABORDA, a consecuencia de lo cual notaron muy preocupada a la colateral quien les manifestó que se veía obligada a entregar sus bienes para recuperar a su esposo. Y no se puede decir en momento alguno que ellos mienten para apoyar a MARY LUZ, porque su presencia era obligatoria, tanto así, que por ejemplo SORANY tuvo que estar en la entrega del taxi en la empresa COOVICHORALDA, habida consideración a que precisamente ese vehículo figuraba a su nombre.
Se descarta por tanto cualquier acción humanitaria de OSORIO y TABORDA, porque todo giró alrededor del cobro de una deuda. De igual modo, se desvirtúa una venta lícita de los automotores, no sólo porque todo esto se hizo precisamente para el pago del rescate acerca de lo cual no existe prueba que infirme lo vertido por la denunciante, sino porque no aparecen por parte alguna los supuestos compradores. 

La Sala no posee otra explicación diferente a lo expuesto bajo juramento por MARY LUZ, razón por la cual es forzoso darle crédito y admitir con la Fiscalía y el Juez de primer nivel, que estamos en presencia de una coautoría impropia con división de trabajo, dentro de cuyo plan unos ejecutaron materialmente la sustracción de la persona (desconocidos hasta la fecha), otros buscaron la manera de convencer a la familia para que entregaran los bienes y no denunciaran (Fabio Osorio) y otros utilizando la intimidación recibieron efectivamente las cosas en las condiciones exigidas (Santiago Taborda), hasta la obtención del fin común.

En esos términos, el fallo de condena debe ser confirmado por estar ajustado a derecho.

8.- DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado, objeto de apelación.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

        LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
� Cfr. Fl. 3 C.O.IV.


� Constan en Resolución de fecha veinticuatro (24) de Julio de 2006, visible entre folios 27 y 49 C.O.IV.


�  Cfr. Fls. 110-125 C.O.IV.


� Sentencia del 25 de marzo de 1993, con ponencia del M.P. Dr. Edgar Saavedra Rojas.


� Corte Suprema de Justicia.  Sentencias de Casación Penal de Oct. 2 de 2001 M.P. Álvaro Orlando Pérez Pinzón y Fernando Arboleda Ripoll. 


�  Sentencia del 30 de septiembre de 1977, M.P. Dr. José María Esguerra Samper


� Testimonio visible a fl. 11 C.O.III.


�  Cfr. Fls. 19 y 23, pero muy particularmente los Fls. 30 y 31, C.O.I.


� Cfr. Fls. 57, 98, 124, 236 C.O.I.
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